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BASILIO JAVIER AGUIRRE FERNÁNDEZ

Director del Servicio de Estudios del Colegio de Registradores



 En la vida personal y en las relaciones sociales existen realidades con las que todos convivimos y a las que estamos tan habituados que muchas veces no apreciamos. Es quizá lo que ocurre con la Institución del Registro. Damos por hecho que nuestras titularidades inmobiliarias son inatacables y que nadie puede disponer de ellas o modificarlas sin nuestro consentimiento. Tenemos la tranquilidad de que, si necesitamos averiguar quién es el dueño de una finca, o si esta tiene o no cargas, podemos acceder a esa información de forma inmediata y plenamente segura. Pero todo eso y muchas cosas más serían imposibles sin un sistema registral bien construido y que se ha ido adaptando a la evolución del tiempo y de la tecnología.

El Registro de la Propiedad en España, tal y como lo conocemos ahora, tiene ya más de 160 años de historia. Fue la Ley Hipotecaria de 1861 la que dio el paso necesario para acabar con un sistema de cargas ocultas y de oscuridad en la información inmobiliaria y sentó los pilares de un modelo de Registro que actualmente está considerado internacionalmente como uno de los más eficientes y seguros del mundo. Y es que el sistema registral español garantiza, no solo la transparencia en el mercado inmobiliario, sino que también asegura la igualdad de todos los ciudadanos en la protección de sus titularidades y en el acceso a la información. Y todo ello sin merma de la necesaria flexibilidad que una economía globalizada requiere.

Nuestro sistema registral alcanza siempre un elevado nivel de valoración en los índices comparativos que realizan diferentes instituciones como el Banco Mundial o el Instituto de Estudios Económicos. Además, es un modelo de referencia para el desarrollo de sistemas registrales en toda Iberoamérica y otras zonas del mundo.

La legislación registral española ha experimentado distintas reformas desde que se aprobó la vigente Ley Hipotecaria en 1946. Merecen una especial mención las dos más recientes, porque han supuesto una transformación y renovación muy profunda de los Registros en España.

Por un lado, la Ley 13/2015, de 24 de junio, modificó la Ley Hipotecaria con el fin de incorporar a los folios registrales la identificación gráfica de las fincas. Hasta entonces, la descripción de las fincas en el Registro se basaba casi en exclusiva en la manifestación que los adquirentes realizaban en los títulos inscribibles. Sin embargo, tras esta reforma se han empezado a emplear registralmente un sistema de identificación basado en el uso de coordenadas georreferenciadas que garantizan que el objeto de los derechos que se inscriben quede claramente delimitado. Además, se posibilita la coordinación de la finca registral con la parcela catastral, una aspiración largamente perseguida por nuestro legislador a lo largo del tiempo.

La otra gran reforma de nuestro sistema registral es la que ha provocado la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Después de más de 160 años con un Registro que basaba su fe pública en los asientos redactados e impresos en los libros en papel, esta Ley ha sustituido este formato tradicional por un soporte exclusivamente electrónico. Como dice el artículo 238.1 de la Ley Hipotecaria vigente, se entiende por sistema informático registral «el conjunto de elementos informáticos, físicos y lógicos, situados en cada oficina registral, debidamente interconectados entre sí y con los servicios centrales del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España, a través de la correspondiente red corporativa. Solo los asientos registrales, extendidos y firmados por el registrador competente y la publicidad registral expedida en la forma y con los medios previstos en esta ley y demás normas concordantes, tendrán los efectos previstos en esta ley».

Quizá lo más relevante de estas dos grandes reformas es que se han realizado sin merma de los tradicionales principios hipotecarios que sustentan y definen el sistema registral español. El principio de voluntariedad de la inscripción, el de prioridad, el de tracto sucesivo, el de legitimación registral o el de fe pública continúan manteniendo su plena vigencia y, si cabe, se han visto reforzados con estas últimas reformas. Especialmente destacable es el empeño que ha tenido el legislador en recalcar el papel del registrador como piedra angular de todo el sistema. Los registradores, como funcionarios a los que el Estado encomienda en exclusiva el control de legalidad de los títulos inscribibles, ve afianzada esta función siempre bajo el criterio de la plena independencia que le atribuye su actuación en régimen de competencia territorial. Así lo dice el nuevo artículo 243 de la Ley Hipotecaria: «La calificación de los títulos referentes a una finca, la gestión, modificación y publicidad formal del contenido de dicho folio real se realizará por el registrador competente en cada caso, en función de la ubicación de la finca y la demarcación del Registro de la Propiedad correspondiente, conforme a las normas vigentes».

La obra que hoy tengo el honor de prologar va a constituir un referente para todos los juristas que realizan una primera aproximación al Derecho inmobiliario registral. Son los estudiantes universitarios sus principales destinatarios. Resulta fundamental que los futuros juristas tengan a su disposición una fuente que reúna las dos virtudes que ese proceso formativo demanda: el rigor teórico y práctico y la sencillez en la exposición de contenidos.

Y es que este libro nace de la colaboración de los registradores de la propiedad y de diferentes profesores universitarios. La visión práctica del Derecho que impone el día a día al frente de las oficinas registrales se une a la calidad doctrinal y la experiencia docente. Estos dos ingredientes permiten elaborar un producto de gran utilidad para ese proceso formativo. Y es que la relación de los registradores y la Universidad tiene ya un largo recorrido que ha fructificado en numerosas cátedras conjuntas, cursos, seminarios y diversos proyectos editoriales.

Quiero agradecer el trabajo realizado por este grupo de profesores y registradores, todos ellos jóvenes, dirigidos por el Profesor Juan Pablo Murga y el Registrador Diego Vigil de Quiñones. Sin su esfuerzo y dedicación esta obra nunca habría visto la luz.

Finalmente, merece una mención la editorial en la que aparece este manual, Bosch, sello editorial casi centenario en el que se publicaban obras señeras del Derecho civil sustantivo o procesal del siglo XX como los Fundamentos de Puig Brutau o el Brocá-Majada, así como el gran tratado de Derecho Hipotecario del pasado siglo, obra del Registrador Ramón María Roca Sastre. Poder insertar la presente obra de futuro en una editorial con tanta tradición (hoy perteneciente al gran grupo Aranzadi-La Ley) constituye una garantía de que el público especializado sabrá apreciar, no sólo el contenido, sino también el continente en que se lo presentamos.








Primera parte Conceptos generales






 Conceptos generales

MANUEL ESPEJO LERDO DE TEJADA

Catedrático de Derecho Civil. Universidad de Sevilla



 I.  El registro de la propiedad: concepto, función, organización y eficacia

1.  Concepto

El Registro de la Propiedad español es una institución administrativa muy especial, encuadrada orgánicamente en el Ministerio de Justicia, pero que tiene encomendadas unas funciones que no son administrativas sino de protección de los derechos subjetivos privados. En concreto, el Registro de la Propiedad pretende recoger la historia de las titularidades reales y para ello refleja los negocios jurídicos, los hechos y las resoluciones judiciales o administrativas que afectan a las fincas existentes en el territorio nacional para dar publicidad a su situación jurídica, con el fin de proteger a los titulares de derechos reales sobre ellas y a los interesados en adquirir algún derecho real. Se engarza así la realidad física con la jurídica, de modo que la situación jurídica de las fincas en cuanto a su titular, contenido del derecho, limitaciones, condiciones, y en ocasiones la delimitación perimetral, pueda ser fácilmente conocida por los que traten de adquirir algún derecho real sobre ellas. Esta finalidad se logra sin declarar obligatoria ni constitutiva la inscripción, ni modificar las normas que regulan la materia inscribible, esto es, sin alterar las bases generales de la regulación del derecho patrimonial: los derechos reales inmobiliarios se constituyen, transforman, transmiten o extinguen al margen de su reflejo registral, de acuerdo con las normas civiles generales. El Registro solamente busca lograr sus objetivos mediante los incentivos positivos que otorga al titular y a los terceros, pero hay que reconocer que estos incentivos terminan por reconocer alguna clase de adquisición al margen de los principios civiles generales; en concreto, las adquisiciones a non domino o liberatorias de derechos o cargas reales no inscritas que se producen a veces en aplicación del art. 34 LH.




Así, por ejemplo, resulta conocido que nuestro sistema patrimonial se fundamenta en el espiritualismo contractual (hay contrato desde que hay consentimiento), y para que exista transmisión de un derecho real no es suficiente con la existencia de un contrato apto para ello (título), sino que es precisa la traditio (modo), y que este segundo requisito requiere la titularidad y libre disposición del transmitente. De manera que la transmisión depende del cumplimiento de todos esos requisitos (causalismo transmisivo). En ese panorama influye la institución del Registro de la Propiedad, sin cambiar ninguno de esos criterios jurídicos fundamentales, pero sí condicionando con su regulación que en la práctica se utilice muy frecuentemente la escritura pública para la contratación sobre inmuebles, pues solamente así se hace posible la inscripción del derecho en el Registro de la Propiedad, obteniendo los premios que el sistema otorga a quien lo utiliza. Finalmente, el sistema registral consigue que determinados terceros, a los que se refiere el art. 34 LH, adquieran definitivamente los derechos reales sin que su transmitente sea titular real, sino simplemente titular registral.



Naturalmente la voluntariedad de la inscripción provoca que no toda la riqueza inmobiliaria de España figure inscrita en el Registro de la Propiedad.

2.  Función

La finalidad de esta institución del Registro de la Propiedad viene expresada legalmente así: «El Registro de la Propiedad tiene por objeto la inscripción o anotación de los actos y contratos relativos al dominio y demás derechos reales sobre bienes inmuebles» (art. 605 CC y art. 1.1 LH). Por encima de las críticas que el precepto ha merecido y de los matices que lo pudieran precisar o corregir, queda clara en esta norma que la completa situación jurídico-real del inmueble que se va manifestando en el tiempo a través de diversos actos de naturaleza jurídica constituye la razón de ser del Registro. Pero este no debe entenderse como un mero archivo administrativo de los actos y contratos, que estuviera sometido a la reserva o protección de los datos determinados que figuran en él, que serían solo accesibles a sus titulares. Por el contrario, estamos ante un Registro fundamentalmente público, cuyo su sentido y función es agilizar y proteger el tráfico jurídico sobre los inmuebles, dando la oportunidad a los interesados de conocer la situación jurídica de los inmuebles. Y tampoco, a diferencia de los precedentes históricos, es un archivo de los derechos reales que carecieran de publicidad posesoria, como pudieran ser las hipotecas o las cargas reales, sino de cualquier derecho real, aunque cuente también con esa publicidad posesoria.

Así, en cuanto a la eficacia que pueda tener la registración de los actos y contratos que afecten a los inmuebles, también es muy claro el art. 606 CC: «Los títulos de dominio, o de otros derechos reales sobre bienes inmuebles, que no estén debidamente inscritos o anotados en el Registro de la Propiedad, no perjudican a tercero» (el texto coincide con el del art. 32 LH). Lógicamente, para poderse llegar a este efecto de que el tercero pueda legítimamente ignorar todo aquello que, siendo inscribible no esté inscrito, es necesario conseguir que los terceros interesados puedan acceder a lo publicado por el Registro de un modo sencillo y económico; de ahí que legalmente también se establezca que: «El Registro de la Propiedad será público para los que tengan interés conocido en averiguar el estado de los bienes inmuebles o derechos reales anotados o inscritos» (art. 607 CC, y, parecidamente, art. 221 LH). De modo que podemos deducir de todo ello que precisamente la función del Registro es publicar las situaciones inmobiliarias de cada inmueble, mediante un cierto compromiso por parte del poder público con la exactitud de los datos publicados en relación a determinados terceros (cfr. art. 34 LH); en concreto en conformidad con esta última norma se mantendrá en su adquisición al adquirente inscrito que, de buena fe, no haya podido conocer por el Registro la verdadera situación jurídica del inmueble. Puede advertirse así que la finalidad del Registro es dar seguridad al tráfico inmobiliario, protegiendo las adquisiciones que se realizan sobre la base de lo publicado en él. Es cierto, no obstante, que en los casos en que la publicidad registral choca con otro tipo de publicidad, señaladamente la posesoria, es difícil que el tercer adquirente se pueda considerar de buena fe, porque tendría medios racionales y proporcionados de conocer la inexactitud del Registro.




La STS 12 de enero de 2015 (RJ 2015/185), concreta con bastante exactitud, en el contexto de la buena fe exigible al adquirente según el art. 34 LH, que «la carga básica de la diligencia exigible al adquirente no puede medirse o extenderse con relación a cualquier posesión o indicio de la misma que se hubiera debido o podido conocer, sino solo a una situación posesoria clara y manifiesta que se ejercite en concepto de dueño y que, por tanto, contradiga o ponga en seria duda la exactitud de la información registral, con relación al derecho inscrito».



Por lo demás, los aspectos organizativos y sustantivos por los que se rige el Registro de la Propiedad se desarrollan en una extensa ley especial al margen del Código Civil: «Para determinar los títulos sujetos a inscripción o anotación, la forma, efectos y extinción de las mismas, la manera de llevar el Registro y el valor de los asientos de sus libros, se estará a lo dispuesto en la Ley Hipotecaria» (art. 608 CC). De hecho, por razones que indicaremos luego, la Ley Hipotecaria ya estaba aprobada y en vigor unos años antes que el propio Código Civil, y es lo que explica esta casi absoluta remisión a ella por parte de este último, aunque ese no fuera el propósito inicial del propio legislador hipotecario.

3.  Organización

Analizando el conjunto de normas de la Ley Hipotecaria que se refieren a todos estos aspectos mencionados por el art. 608 CC, se puede desarrollar el acercamiento intelectual a la realidad del Registro de la Propiedad desde tres puntos de vista; considerándolo bien como una oficina de la Administración Pública, que cuenta con una naturaleza muy especial, lejana a la de otros organismos públicos; bien como un conjunto de libros registrales en que se asientan las diversas vicisitudes que afectan a los derechos reales; y, finalmente como institución jurídica organizada bajo unos principios propios y que está destinada a dar publicidad inmobiliaria y de esa manera producir ciertos efectos civiles. Examinaremos en este apartado las dos primeras perspectivas, y dejaremos para el epígrafe siguiente la última de ellas.

En cuanto al primer punto de vista: el Registro de la Propiedad es una oficina pública constituida por una organización de personas cualificadas que reciben y valoran los documentos que se presentan ante ella. Hay muchas oficinas repartidas por el territorio nacional, según una concreta distribución del territorio; de modo que cada Registro es competente, exclusivamente, con relación a los inmuebles de su demarcación. Pero debe establecerse la salvedad de que, para obtener información registral de una finca, si solamente se pretende una nota simple, el art. 222.8 LH dispone que «Los interesados podrán elegir libremente el Registrador a través del cual obtener la información registral relativa a cualquier finca, aunque no pertenezca a la demarcación de su Registro, siempre que deba expedirse mediante nota simple informativa o consista en información sobre el contenido del Índice General Informatizado de fincas y derechos»; hay, pues, una cierta descentralización de esta función de información, sin que «la llevanza por el Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles del citado Índice General» implique que el citado Colegio asuma competencias en este campo, porque las solicitudes de información acerca del índice se deben realizar siembre a través de un Registrador (cfr. art. 222.8 LH).

A la cabeza de cada oficina se encuentra un Registrador de la Propiedad que no es un profesional liberal que los particulares puedan elegir para la prestación de unos servicios, como sería el caso de los abogados, aunque es verdad que se establece legalmente a cargo de él un cometido profesional de asesoramiento, en virtud del cual deberá «informar a cualquier persona que lo solicite en materias relacionadas con el Registro. La información versará sobre los medios registrales más adecuados para el logro de los fines lícitos que se propongan quienes la soliciten» (art. 222.7 LH). Pero en cuanto a la registración de los concretos inmuebles, rige de modo taxativo el principio de competencia territorial, puesto que es el que mejor garantiza el ejercicio independiente del control de la legalidad mediante la calificación de los documentos que se presentan a inscripción.

El Registrador puede ser calificado como funcionario público (art. 274.2 LH), aunque su régimen de actuación es muy peculiar, pues actúa bajo la exclusiva sumisión a la ley, y ejercita en conformidad a ella su tarea calificadora bajo su responsabilidad (arts. 18, 99 y 100 LH) y sin dependencia jerárquica, y, por otra parte, organiza su oficina bajo un régimen exclusivamente privado. En su desempeño puede nombrar un sustituto que lo reemplace en sus ausencias y enfermedades (arts. 292 LH y 555 RH, que, no obstante, restringe mucho las funciones que puede realizar el sustituto), puede también contar con un Registrador accidental (art. 549 RH) y valerse de los empleados que necesite, en un régimen de relación laboral (art. 558 RH). Existe, además, para el particular que desea inscribir, la posibilidad de acudir a la calificación sustitutoria por otro Registrador (arts. 18 y 19 bis LH). Por tanto, estamos ante una función pública, pero desarrollada de modo independiente, con una organización profesional y autónoma y bajo la exclusiva responsabilidad del Registrador. Por otra parte, tampoco las tareas del Registrador están al servicio del interés público, sino más bien de los intereses privados de los titulares y de los terceros, y, por eso, del interés común de la protección del tráfico jurídico inmobiliario. Por todo esto sus decisiones no se pueden recurrir en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, sino en el de la jurisdicción civil.

El Registrador se desenvuelve con autonomía en el ejercicio de su tarea, pero una calificación negativa de la solicitud de inscripción presentada por un interesado debe motivarse y argumentarse suficientemente sobre la legalidad que se considera infringida: «en ella habrán de constar las causas impeditivas, suspensivas o denegatorias y la motivación jurídica de las mismas, ordenada en hechos y fundamentos de derecho» (art. 19 bis.2 LH).

La competencia de la ordenación de los Registros corresponde en exclusiva al Estado (art. 149.1.8º CE) y no a las Comunidades Autónomas. Por eso, orgánicamente los Registros de la Propiedad dependen del Ministerio de Justicia, Dirección General de los Registros y del Notariado (art. 259 LH), que cambió de denominación recientemente, para denominarse de Seguridad Jurídica y Fe Pública, y que tiene las competencias señaladas en el art. 260 LH. Destaca entre ellas su función resolutiva de «los recursos gubernativos que se interpongan contra las calificaciones que de los títulos hagan los Registradores, y las dudas que se ofrezcan a dichos funcionarios acerca de la inteligencia y ejecución de esta Ley o de los Reglamentos». En el ejercicio de esta función, la Dirección General debe motivar sus Resoluciones en las que confirma o revoca la calificación realizada por el Registrador; por tanto, no solamente decide la procedencia o no en el caso concreto de la inscripción pretendida (si estima el recurso «el registrador practicará la inscripción en los términos que resulten de la resolución»: art. 327.11 LH), sino que da lugar a un cuerpo de doctrina de carácter técnico, que tiende a hacer más previsible la calificación futura de otros Registradores, sin que se la pueda en rigor llamar jurisprudencia. En la práctica esa doctrina oficial de la Dirección General suele utilizarse también como un argumento especialmente cualificado ante los Tribunales. En realidad, el art. 327.10 LH llega a decir algo más sobre el valor jurídico de las Resoluciones; en concreto, que «Publicada en el "BOE" la resolución expresa por la que se estime el recurso, tendrá carácter vinculante para todos los registradores mientras no se anule por los Tribunales. La anulación de aquélla, una vez firme, será publicada del mismo modo». Sucede, sin embargo, que los hechos a los que se refiere una Resolución no siempre coinciden con los que se plantean en otro caso, por lo que este carácter vinculante tiene cierta dificultad de imponerse en la práctica, aunque los Registradores suelen seguir la doctrina oficial de la Dirección General para evitar que, en caso de recurso, su calificación negativa sea revocada. Pero, fuera de esto, que es análogo a lo que sucede con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, no hay manifestaciones claras en la práctica de que se pueda hablar con toda propiedad de un carácter vinculante de esta doctrina.




Así, por ejemplo, en el caso examinado por la SAP Murcia 31 de octubre de 2022 (Roj: SAP MU 2695/2022) se había alegado por una de las partes que el Registrador en su nota de calificación dice discrepar de una determinada Resolución de la Dirección General, lo cual se estimaba contrario a esta norma del art. 327.10 LH; pero la SAP afirma que «el Registrador en ejercicio de su función calificadora bajo su propia y exclusiva responsabilidad, ha de valorar las circunstancias concurrentes en el caso concreto respecto del que no existe resolución de la Dirección General, y resolver lo que estime procedente, considerando las distintas resoluciones de ésta, y que sometida su decisión a la vía jurisdiccional no resulta determinante la vinculación establecida en el artículo 327 citado». En cambio, es cierto que, para no condenar al pago de las costas de un determinado procedimiento al Registrador, se ha afirmado en otras ocasiones que «aunque la calificación sea un acto realizado de forma independiente por el Registrador, lo cierto es que está condicionado por las resoluciones del centro directivo (…) y no puede olvidarse que la calificación negativa objeto de esta impugnación se basa, precisamente, en la doctrina emanada de la DGRN» (SAP Murcia 22 de febrero de 2021, Roj: SAP MU 404/2021). Para una solución en el sentido de condenar a costas al Registrador cuando contradice en su calificación el criterio de la DG, v. SAP Santa Cruz de Tenerife 3 de diciembre de 2019 (Roj: SAP TF 2662/2019). Muy clara, en el sentido de que no hay una vinculación de los Registradores que diera lugar a responsabilidad disciplinaria: STSJ Madrid 13 de noviembre de 2018, Sala de lo Contencioso (Roj: STSJ M 11045/2018) «solo son sancionables las infracciones de las Normas de Aranceles, pero no, las infracciones de los criterios de la Dirección General competente».



Frente a las Resoluciones de la Dirección General no es procedente recurrir a la jurisdicción contencioso-administrativa sino a la civil. Algunos Estatutos de Autonomía prevén que el conocimiento de los recursos contra la calificación registral se atribuye a órganos administrativos propios, y no al Ministerio de Justicia.

Si se quiere profundizar en el significado o naturaleza jurídica de la función registral se topa uno con ciertas dificultades derivadas del carácter muy peculiar de la función desempeñada por el Registro de la Propiedad: está claro que estamos ante una realidad muy diferente a la típica administración del Estado, regulada por el Derecho administrativo, porque las cuestiones que se ventilan ante el Registro son civiles y no existe el interés público típicamente administrativo, sino que lo que hay es una función de garantía de los derechos subjetivos.




RDGRN 8 de noviembre de 2000 (RJ 2001\860): «Reiteradamente ha señalado este centro directivo que el recurso gubernativo frente a las calificaciones registrales participa de la misma naturaleza especial que la función registral, que no encaja en la judicial ni mucho menos en la administrativa al versar sobre cuestiones civiles, por lo que la normativa a que está sujeto es la específica contenida en la legislación hipotecaria, sin que quepa la aplicación al mismo de la que rige para procedimientos de otra naturaleza (cfr. Resoluciones de 26 de junio de 1986, 6 de junio de 1991, 30 de abril de 1998 y 10 de enero, 19 y 25 de mayo de 2000). Por tanto, al igual que el plazo para recurrir es especial y realmente amplio, especial es el sistema para su cómputo, rigiéndose ambos extremos por lo dispuesto en el artículo 113 del Reglamento Hipotecario, que establece que el plazo se inicia a contar de la fecha de la nota contra la cual se recurre —sin perjuicio de que, transcurrido el plazo pueda volverse a presentar el documento y recurrirse contra la nueva nota de calificación—».

En relación con otro problema diferente, la SAP Barcelona 25 de julio de 2007, Penal (Roj: SAP B 9736/2007) ha afirmado que: «las resoluciones de los Registradores de la Propiedad no se producen en asuntos administrativos, razón por la cual su conducta, aun pudiendo concurrir los demás elementos típicos debe de reputarse de atípica con relación al delito de prevaricación definido en el art. 404 del Código Penal».



Tampoco se puede decir que la función del Registro sea jurisdiccional, porque los Registradores no pertenecen a la organización judicial y los pronunciamientos registrales están sometidos a la revisión de los Tribunales (art. 1.3 LH), que sean competentes en el orden jurisdiccional civil (art. 66 LH: lo es el juzgado de primera instancia; art. 328 LH); sin embargo, la publicidad registral tiene validez erga omnes a todos los efectos mientras no sea impugnada (cfr. art. 38 LH). Por otra parte, la existencia de un marco de competencia territorial de los Registros también recuerda la propia de la jurisdicción, sin tener esta naturaleza.

Desde otro punto de vista se habla de «Registro» para referirse a un conjunto de libros que recogen la información necesaria para el trabajo, y para el desarrollo de las funciones propias de esta institución. Se trata de muy variados libros, la mayoría de ellos de carácter instrumental u organizativo, como el libro diario (cfr. art. 362 RH, parcialmente desactualizado en su regulación). En esos libros tienen su asiento los diversos actos o negocios que accedan al Registro; naturalmente el libro más importante es el de inscripciones: aquel en el que se reflejan los asientos tras la tarea instrumental de entrada, recepción y calificación de las diversas solicitudes presentadas por los interesados, permitiendo así que en el Registro puedan publicarse las titularidades reales sobre los diversos inmuebles. Hasta el 9 de mayo de 2024 los libros del Registro han tenido una existencia física y material; a partir de esta fecha los asientos se realizan en ficheros de naturaleza informática (cfr. art. 238 LH en su redacción por la Ley 11/2023, de 8 de mayo). Esta transformación no supone alterar los principios sustanciales de los efectos de los Registros, pero sí modifica el día a día del desempeño de la función registral y mejorará el servicio a los ciudadanos que presta esta institución.

4.  Eficacia

El punto de vista más interesante que nos ofrece el Registro de la Propiedad es el de sus características como institución jurídica que se inserta en la regulación privatista de muchas instituciones, porque en este campo las diferencias entre los distintos sistemas comparados son muy grandes y el nuestro resulta especialmente acertado. A este fin resulta de interés la definición legal que hemos reproducido más arriba (arts. 1.1 LH y 605 CC).

Indica Lacruz que nuestro Registro trata de dar al comprador una cierta seguridad de que el vendedor es titular jurídico-real: por tanto, el fin principal es el de dotar de seguridad al tráfico jurídico, lo cual desde luego se consigue en su caso incluso a costa de la seguridad del propietario que no ha registrado su derecho. De alguna manera el sistema registral pone a cargo de los titulares la decisión de beneficiarse o no del sistema; pero quien no cuenta con el Registro tiene que arriesgarse a las posibles consecuencias. Otros posibles fines son secundarios, pero entre ellos se debe mencionar la facilidad que otorga al titular registral para probar y defender su derecho, pues a «todos los efectos legales se presumirá que los derechos reales inscritos en el Registro existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el asiento respectivo. De igual modo se presumirá que quien tenga inscrito el dominio de los inmuebles o derechos reales tiene la posesión de los mismos» (art. 38.1 LH), lo cual lleva consigo, incluso, una tutela judicial especial cuando se demanda la efectividad de los derechos inscritos «frente a quienes se oponga a ellos o perturben su ejercicio, sin disponer de título inscrito que legitime la oposición o la perturbación» (cfr. art. 250.1.7º LEC).

Es importante recordar que al Registro acceden actos y contratos referidos al dominio y otros derechos reales que recaigan exclusivamente sobre bienes inmuebles.

El sistema español se organiza mediante el registro de los títulos; pero estos no se confeccionan en la propia oficina registral, sino que son documentos extrarregistrales; ni tampoco se deben incorporar íntegramente a los libros registrales mediante su transcripción o depósito. Lo que procede es la inscripción en el Registro de aquello que en el documento tenga trascendencia jurídico-real, y no de lo demás. Organizativamente las inscripciones se organizan por inmuebles, lo que se llama «sistema de folio real» en oposición al «folio personal», que agruparía los títulos otorgados por una determinada persona. Esto es así porque el Registro está ordenado de un modo que deje claro el historial de cada una de las fincas existentes que se identifican mediante un número; a diferencia de lo que hace el Registro Civil, que ordena sus asientos por personas.

En cuanto a la eficacia de la publicidad en los distintos sistemas comparados puede ser muy diferente: una mera información, como sucede con nuestro Registro de actos de última voluntad. En este caso el Registro solamente informa de si una persona ha hecho testamento o no, pero la realidad de que exista un testamento otorgado y no inscrito siempre prevalecería sobre la publicidad registral. En cambio, el Registro de la Propiedad español protege a quien actúa confiando en su contenido: se protege de una forma especial la propiedad y los derechos reales inscritos; de forma que se conceden especiales medios de defensa al titular inscrito, contra quienes no hayan inscrito un derecho incompatible con el suyo o lo hayan hecho con posterioridad. Existe una segunda línea de protección propiciada por nuestro sistema: proteger al adquirente incluso contra el verdadero titular de un derecho real; de modo que lo publicado por el Registro puede tener definitivamente efectos de verdad para los terceros que entran en relación con los bienes y adquieren derechos sobre ellos.

En los sistemas jurídicos donde falta un Registro de la propiedad inmobiliaria los adquirentes de derechos reales sobre fincas han recurrido a un sistema alternativo de aseguramiento de sus adquisiciones: contratar un seguro que ofrezca cobertura frente al riesgo de perder el inmueble, o de tener que soportar gravámenes imprevistos. Es lo que sucede en EE.UU. Existen estudios muy solventes que acreditan que los buenos sistemas de registros jurídicos son más baratos y eficientes para los particulares que los sistemas de seguro de títulos. Naturalmente estos últimos generan la existencia de un sector de negocio privado de una relevante dimensión económica.

II.  El derecho inmobiliario registral: concepto y contenido

1.  Orígenes históricos

El Derecho inmobiliario registral es también denominado Derecho Hipotecario ya que la Ley que regula el Registro de la Propiedad se llama Ley Hipotecaria, pues lo que se pretendía fundamentalmente en sus orígenes históricos era facilitar la posibilidad de que los titulares de inmuebles pudiesen obtener crédito, mediante una garantía adecuada sobre ellos (hipoteca). Pero, en realidad, el contenido de la referida Ley es mucho más amplio: no solamente afecta a las hipotecas, sino a todos los derechos reales sobre inmuebles.

La necesidad de los Registros de la Propiedad se hizo sentir más intensamente a partir de los comienzos del siglo XIX, con la entrada masiva de los inmuebles en el tráfico jurídico fruto de la desamortización, y con la alarmante inseguridad que, por entonces, la regulación vigente podía ofrecer al crédito territorial; esto es, al préstamo garantizado con hipoteca. Merced a la publicidad registral que entonces se va a poner en marcha comenzará a ser posible a todo dueño de inmueble, o al titular de un derecho inmobiliario distinto al dominio, disponer de un instrumento de cognoscibilidad general y publicidad de su propio derecho, que le permita oponerlo a cualquiera, sin que nadie pueda prestarle resistencia alegando su desconocimiento inculpable; y, en sentido inverso, cualquier tercero podrá disponer, gracias a la publicidad, de cuanta información sea de su interés acerca del derecho ajeno.

El sistema hipotecario vino instaurado en su significado moderno por la Ley Hipotecaria de 1861, reformada en 1869 y en 1909, y reelaborada por completo respetando sus principios básicos en el bienio 1944-1946. Es esta última la Ley vigente, aunque haya experimentado en el curso del tiempo muy diversas reformas.

Igualmente, afectan a la materia diversas normas del Código civil, en cuanto no estén derogadas por la Ley Hipotecaria, y otras normas civiles o no, como la de Arrendamientos Urbanos, la de Arrendamientos Rústicos, o la Ley del Suelo. El Reglamento Hipotecario vigente es de febrero de 1947, con reformas sucesivas, muchas veces de dudosa legalidad a veces declarada y en otras ocasiones no, y de difícil interpretación en ocasiones.

2.  Concepto

Dice ROCA SASTRE que el derecho inmobiliario registral es aquel que regula la constitución, transmisión, modificación y extinción de los derechos reales sobre bienes inmuebles, en relación con el Registro de la propiedad, así como las garantías estrictamente registrales. Los bienes inmuebles de los que se ocupa la Ley Hipotecaria son fundamentalmente las fincas, esto es, los inmuebles por naturaleza (cfr. art. 334.1 y 8 CC), y algunos de los inmuebles por analogía, como las concesiones administrativas de obras públicas (cfr. art. 334.10 CC). En cambio, los inmuebles por incorporación y algunos de los inmuebles por destino son objeto indirecto de atención: no por sí mismos sino por su incorporación a las fincas.

3.  Contenido

El carácter del Derecho inmobiliario registral es netamente civil: no se puede negar la presencia de normas de diversa naturaleza dentro de esta materia. Por ejemplo, se observan normas de sustancia procedimental, como la del art. 129 LH sobre la venta extrajudicial (notarial) del bien hipotecado; otras normas que son administrativas-organizadoras, como las de los arts. 238-257 LH que se refieren al modo de llevar los Registros y, en general, aquellas otras normas relativas a la situación jurídica institucional de los Registradores; hay otras normas de naturaleza administrativas-competenciales, como las de los arts. 259-273 LH, sobre dirección e inspección de los Registros. Pero ello no impide que los grandes principios de inspiración de nuestro derecho inmobiliario registral sean civiles, y estén en perfecta continuidad con las bases y criterios fundamentales de nuestros derechos reales. No hay un derecho especial animado con principios propios y autónomos sobre el derecho de cosas: los principios hipotecarios intentan ser traducción de las grandes líneas del sistema jurídico-real diseñado por el Código civil, por más que existan explicaciones doctrinales que niegan esta idea.

III.  El sistema registral español: indicaciones históricas y características

1.  Indicaciones históricas

La publicidad inmobiliaria tradicional antes de la consolidación histórica de los registros es fundamentalmente la posesoria, que funciona razonablemente bien en los casos en que la transmisión de un derecho real comporta cambios en su situación posesoria que van a ser perceptibles para todos. El problema es que esa manera de publicidad no es adecuada para los derechos reales sin trascendencia posesoria, como puede ser la hipoteca. Esto explica que la primera publicidad registral inmobiliaria que se concibió históricamente entre nosotros pretendiera atender solamente a esos derechos reales no posesorios. Así en el año 1539, a propuesta de las Cortes de Toledo, mediante una Pragmática de don Carlos y D.ª Juana se estableció la necesidad de crear un Registro en ciertas poblaciones, en el que se harían constar los derechos o cargas reales inmobiliarias que no se manifestaran visiblemente por la posesión (hipotecas y censos). De modo que, si no se inscribían, no serían oponibles al adquirente posterior de la finca, ni serían alegables en juicio.




Decía así la Pragmática: «Por quanto nos es hecha relación, que se excusarian muchos pleitos, sabiendo los que compran los censos y tributos, los censos é hipotecas que tienen las casas y heredades que compran, lo qual encubren y callan los vendedores: y por quitar los inconvenientes que desto se siguen, mandamos, que en cada ciudad, villa ó lugar donde hobiere cabeza de jurisdiccion, haya una persona que tenga un libro, en que se registren todos los contratos de las qualidades susodichas: y que no se registrando dentro de seis dias despues que fueren hechos, no hagan fe, ni se juzguen conforme á ellos, ni sea obligado á cosa alguna tercero poseedor, aunque tenga causa del vendedor; y que el tal registro no se muestre á ninguna persona, sino que el registrador pueda dar fe, si hay ó no algún tributo ó venta, á pedimento del vendedor» (Novísima Recopilación 10.16.1).



El problema fundamental del sistema anterior fue que nunca se llevó a la práctica, hasta que en 1768 se crearon las llamadas Contadurías de hipotecas regidas por los mismos principios. En este caso el principal problema lo constituyó la desigual aplicación por los Tribunales de los criterios normativos, que no solía conducir a la nulidad de los documentos a los que faltaba la toma de razón. Pero existían otros obstáculos al buen funcionamiento del sistema: la existencia de gravámenes antiguos a los que no alcanzaba el deber de inscripción, la dificultad de averiguar el estado jurídico de cada finca por la deficiente organización del Registro, y la existencia de multitud de hipotecas legales ocultas que otorgaban a determinados acreedores un privilegio sobre todos los bienes del deudor, y que no requerían la toma de razón sobre los inmuebles, por lo que pasaban con estos a través de las sucesivas enajenaciones. Naturalmente, también era un problema el hecho de que la publicidad estuviera limitada a los gravámenes; por eso el adquirente de un inmueble o de un derecho real sobre él, no quedaba inmune frente al verdadero propietario que reivindicara la finca. En este caso, el posible perjudicado únicamente tenía acción personal de evicción contra el que se lo transmitió.

El sistema podía funcionar razonablemente gracias a que las enajenaciones de inmuebles no eran tan frecuentes como en la actualidad, y la demanda de garantías inmobiliarias muy reducida en la práctica. Todo ello va a entrar en crisis con la desamortización decimonónica y la paralela industrialización, que conducen a una masiva entrada de inmuebles en el tráfico jurídico.

Un intento de modificación de esa situación vino representado por el Proyecto de Código Civil de 1851. Básicamente en él se terminaron por reflejar las líneas que se adoptaron posteriormente para el Registro de la Propiedad y subsisten hasta la actualidad: el respeto del criterio civil para la adquisición del dominio (consensualismo en este proyecto, sistema del título y el modo en el Código actualmente vigente); y la supeditación a la inscripción en el Registro en cuanto a los efectos frente a determinados terceros; en concreto a aquellos adquirentes protegidos por el Registro, que pueden considerar como no existentes los derechos y cargas no inscritos, pues efectivamente, no les van a perjudicar. Así, el art. 1858 de ese Proyecto disponía «Ninguno de los títulos sujetos a inscripción, según lo dispuesto en el capítulo II de este título, surte efecto contra el tercero, sino desde el momento en que ha sido inscrito en el registro público», y explicaba Luzuriaga en las Concordancias de García Goyena que «Puede decirse que todo el espíritu de la ley presente está contenido en el artículo 1858. El principio de que las hipotecas no surten efecto contra tercero sino en virtud de la inscripción, consignado en el título anterior, se aplica por este artículo a todos los actos traslativos de la propiedad territorial ó constitutivos de cualesquiera derechos reales. Dejo probada no solo la conveniencia sino la necesidad de esta disposición».




El contexto económico y la necesidad jurídica de la reforma fue después muy bien explicado por el Real Decreto de 8 de agosto de 1855: «Pocas reformas en el orden civil y económico son de más interés y urgencia que la de las leyes hipotecarias. Las actuales se hallan condenadas por la ciencia y por la opinión, porque ni garantizan suficientemente la propiedad, ni ejercen saludable influencia en la prosperidad pública, ni asientan en sólidas bases el crédito territorial, ni dan actividad á la circulación de la riqueza, ni moderan el interés del dinero, ni facilitan su adquisición á los dueños de la propiedad inmueble, ni dan la debida seguridad á los que sobre aquella garantía prestan sus capitales. Hubiera sin duda estas consideraciones provocado hace ya tiempo la reforma, á no haberse creído que el Código civil era el lugar mas oportuno para verificarla, y nada habría que oponer á este aserto, si la complicación inevitable de la obra, y las dificilísimas cuestiones que tiene que resolver en la diversidad de leyes civiles de los antiguos Estados que han venido á formar la Monarquía, permitieran llevar en breve término á las Cortes el proyecto de Código civil. Pero en la imposibilidad de hacerlo, no debe dilatarse lo que requiere tan urgente remedio, y que es tan indispensable para la creación de bancos de crédito territorial, para dar certidumbre al dominio y á los demás derechos en la cosa, para poner límites á la mala fe, y para libertar al propietario del yugo de usureros despiadados. Una ley especial á cuyo proyecto se dedique con preferencia la Comisión que V. M. tiene nombrada para formular el Código civil, satisfará necesidad tan apremiante, sin que este pensamiento altere de modo alguno el de la formación de los Códigos; no haciendo mas que anteponer por especiales y poderosos motivos lo que por de mas urgencia no puede dilatarse sin inconvenientes gravísimos. La Comisión, ilustrada y celosa, estudiará los trabajos anteriores, los comparará con las leyes de las demás naciones y preparará, sin duda, un proyecto digno de ser llevado á las Cortes, apenas hayan reanudado sus importantes tareas, y de recibir la sanción de V. M.; sirviendo este trabajo de base y punto de partida para plantear reformas vivamente ansiadas por el país, algunas iniciadas ó reclamadas enérgicamente por sus representantes».



Sustancialmente estas fueron las razones que explicaron la aparición en 1861 de la primera Ley Hipotecaria de 1861 y el sentido de sus más esenciales principios inspiradores; que tomaron pie de la legislación europea de la época, conocida sobre todo a través de obras francesas, pero yendo más allá de las formulaciones de la Ley francesa de 1855.

La Exposición de Motivos de la Ley de diciembre de 1944 de reforma de la Ley Hipotecaria indicó todavía mucho más tarde que entendía su finalidad propia como la «normalización de nuestro todavía confuso sistema inmobiliario». ¿Cuál es la razón que explica esta alegada anomalía o confusión en época ya tan tardía? Quizá lo sea el hecho de que nuestro legislador partiendo de la terminología francesa de la ley de 1855, formulada estrictamente en términos de inoponibilidad de lo inscribible y no inscrito, había adoptado adicionalmente todas las ventajas de los sistemas de fe pública, pero quizá sin explicarlo o sin hacerlo entender suficientemente bien. De hecho, en el extranjero a veces se nos cita como un sistema de publicidad negativa o preclusiva, e incluso como seguidor del sistema francés de transcripción. La verdad es que nuestro sistema se adscribe netamente al modelo llamado germánico o de fe pública, aunque con peculiaridades que lo distinguen muy positivamente.

Nuestro sistema histórico previo a la Codificación iba más en la línea del sistema francés: eso es lo que explica que la Exposición de Motivos de la Ley de 1861 sea particularmente detallada y muy bien argumentada, porque se va a optar por un cambio de rumbo inspirado en lo que será conocido como el sistema germánico. El sistema francés, incluso el actual, sigue defendiendo la realidad contra la apariencia, con lo que no llega a convertir el Registro en instrumento creador de apariencia jurídica protegible; Alemania, en cambio, evolucionó hacia un tipo de Registro más protector del tráfico, pero acumulando diversos expedientes técnico-jurídicos se excedió en su intento de hacer coincidir apariencia con realidad, hasta subordinar la misma realidad al instrumento que la publica. Nuestro sistema permanece fiel a la primitiva inspiración o intuición del sistema germánico: el Registro se intenta que sea, normalmente, manifestador de la realidad, pero cuando no coincide con ella configura una apariencia jurídicamente protegible.

2.  Características

El arranque de nuestro sistema parte de la encrucijada dialéctica seguridad estática (o seguridad de los derechos) y seguridad dinámica (o seguridad del tráfico). Luzuriaga hablaba de la temeridad de los que compran bienes inmuebles o prestan dinero con garantía real, por cuanto desconocen el verdadero valor de estos (a causa de la posible existencia de cargas ocultas). Ante esta disyuntiva la nueva legislación resuelve con claridad: es necesario proteger al tercero que actúa de buena fe. Lo que se va a exigir para ello es la existencia de una situación objetiva de apariencia jurídica que, por su propia objetividad y consistencia, pueda generar la confianza justificada y razonable del tercero (y eso va a ser el Registro). El temor a eventuales motivos de ineficacia, de complicada comprobación, no debe paralizar el tráfico, ni menoscabar la consistencia de los actos realizados con la normal diligencia. De ahí que, si la apariencia objetiva y fiable no concuerda con la realidad de las cosas, el tercero que desconocía esa discordancia deba ser protegido, manteniéndose la eficacia de su actuación. Lo que en sí era sólo apariencia, valdrá para el tercero de buena fe como si fuera realidad (pero nótese, estamos hablando del tercero, si el problema se plantea inter partes habrá que resolver con las normas generales). No por ello va a quedar desamparado el perjudicado: salvado el tercero, podrá dirigirse contra quien contrató con él. Se pretende así que la legislación suponga una lucha contra el fraude y dinamice el tráfico jurídico.

En definitiva, la institución del Registro va a proteger al tercero que confió en su contenido, contra quien teniendo título no le dio publicidad (porque se trata de facilitar que al Registro puedan llegar todas las vicisitudes que afectan a la propiedad; de ahí que el sistema sea razonable y ponderado, porque no elige caprichosamente al que protege, sino que protege a quien es diligente contra el que es negligente).

Se conjuga lo anterior con una mínima intervención en el sistema sustantivo: se sigue respetando el espiritualismo contractual, el sistema del título y el modo, el consiguiente influjo de la causa o título en la constitución y traslación de los derechos reales. Todo esto se mantiene en las relaciones inter partes, cede ante la buena fe cuando hace aparición el tercero. Es decir, que finalmente la finalidad de garantía del tráfico se consigue con la misma fuerza que en el sistema alemán, pero de una forma menos traumática para el sistema: lo único que significa el Registro es un añadido formal al proceso transmisivo.

En ocasiones se argumenta, incluso muy autorizadamente, la conexión del Registro de la Propiedad con el principio constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), sosteniendo que se plasmaría en la seguridad que el Registro daría al titular de los derechos subjetivos privados de carácter real, o al tercero que pretenda adquirir de él. Esta conclusión no ha tenido traducción en la jurisprudencia constitucional y no nos parece evidente de suyo, pues este principio constitucional se refiere a las cualidades del ordenamiento jurídico o de las normas. Por eso se lo suele desglosar en dos vertientes; la objetiva, relativa a la certeza de la norma, y la subjetiva «reconducible a la idea de previsibilidad» en la aplicación de esta por los poderes públicos: así STC 273/2000, de 15 de noviembre de 2000 (BOE 14 de diciembre), parecidamente STS 14 de diciembre de 2005 (Roj: STS 7404/2005). La seguridad de los derechos subjetivos obviamente depende del ordenamiento jurídico, y naturalmente admitimos que la regulación registral española respeta el principio constitucional de seguridad jurídica; ahora bien, no constituye un corolario constitucional que los concretos principios de inspiración del Registro español estén constitucionalmente condicionados. Pudiera respetar igualmente la seguridad jurídica protegida por la Constitución un sistema de corte francés, alemán o norteamericano. Bajo la óptica de la seguridad jurídica constitucionalmente protegida lo trascendental es que las normas sean claras y los particulares sepan a qué atenerse en su aplicación por los poderes públicos. Una cosa es que el sistema español nos parezca óptimo y muy superior a sus modelos comparados, lo que afirmamos sin dudarlo, y otra que estos últimos modelos no pudieran superar un control de constitucionalidad por contravenir la seguridad jurídica, cosa que nos parece difícil de sostener.




En realidad, el control actual de las normas registrales sobre la base de principios de rango constitucional y supralegal nos parece que puede venir más bien fundamentada en principios como el de la protección de la propiedad de los adquirentes contra cargas ocultas. Es lo que sucedió en la interesante STEDH (Sección 3ª) Caso Kopytok contra Rusia. Sentencia de 15 de enero de 2019 (TEDH\2019\14). La demandante, alegaba el artículo 1 del Protocolo núm. 1 Convenio para la protección de los derechos y de las libertades fundamentales (Consejo de Europa) que dispone: «Toda persona física o moral tiene derecho al respeto de sus bienes»; y se quejaba de una violación de su derecho al disfrute pacífico de su posesión debido a que los tribunales internos establecieron que determinados terceros tenían derecho al uso de su propiedad sin que esa circunstancia mereciera publicidad alguna. En concreto, en el caso de determinadas propiedades colectivas privatizadas, cuando algunos de los moradores no hubieran accedido a la propiedad en uso de los derechos legalmente concedidos, pero conservaran todavía el derecho de uso del inmueble, la legislación prevé que, aun cuando el inmueble se venda, esos moradores conservan el derecho de uso.

A este respecto, la STEDH afirmó que «Las autoridades rusas gestionan un registro de propiedad integral para registrar los derechos en las transacciones inmobiliarias y de propiedad, incluidos los detalles de propiedad, derechos de la propiedad, hipotecas, servidumbres y otros elementos esenciales para el establecimiento del título y de los intereses no posesorios de la propiedad (véase el artículo 131 del Código Civil, citado en el apartado 13). Sin embargo, no se ha previsto ninguna forma de registro del derecho de uso resultante de las personas que no pudieron beneficiarse de la privatización. Como resultado, un posible comprador, como la demandante, no podría confiar razonablemente en la información contenida en el registro de propiedad gestionado por el Estado para establecer que la propiedad estaba libre de reclamaciones o cargas por parte de terceros. A este respecto, es pertinente que el Tribunal Constitucional declaró que el marco existente que rige los derechos de uso permanente de los antiguos miembros de la familia, carece de transparencia y que la ausencia de registro de esos derechos inclina la balanza en contra del nuevo propietario. Asimismo se dirigió al poder legislativo para diseñar un mecanismo que registrara dichos intereses en la propiedad (véase el apartado 19)» (apartado n.o 36).

Y, antes había precisado que: «Sobre la cuestión de si la demandante podría haber previsto razonablemente que su título en la propiedad tendría las cargas de las reclamaciones de terceros, el Tribunal observa que, antes de firmar el contrato, ella se cercioró de que los tres hijos mayores ya no vivían en el piso (véase el ap. 7). También se le proporcionaron copias de las declaraciones certificadas en las que daban su consentimiento a la privatización a favor de su madre y de su hija menor y declinaban ejercer ese derecho en su propio nombre. El contrato privado estipulaba que la propiedad estaba libre de cualquier reclamación por parte de terceros (véase el apartado 6). Sin embargo, el marco jurídico existente no parece haberle permitido comprobar si esas estipulaciones eran correctas» (apartado n.o 35).

Como conclusión, pudo afirmar la Sentencia que «Vistas las mencionadas consideraciones, teniendo en cuenta, en particular, el deficiente marco jurídico que impidió a la demandante, que actuó con una prudencia razonable, establecer los intereses de la propiedad existentes ante de convertirse en propietaria del inmueble, el Tribunal considera que no se llevó a cabo una justa ponderación entre las demandas de interés general del público y los requisitos de protección de los derechos individuales fundamentales y que la carga impuesta a la demandante fue excesiva. Por tanto, ha habido una violación del artículo 1 del Protocolo núm. 1» (apartados n.o 38 y 39).



3.  Registro de la propiedad y catastro

Finalmente es necesario hacer algunas precisiones sobre la relación del Registro de la Propiedad con el Catastro. En principio se trata de instituciones de un origen y significación diferentes. La del Catastro tiene una función esencialmente fiscal y de políticas públicas; mientras que el Registro ya hemos visto que tiene una significación absolutamente privada: dotar de publicidad a los derechos subjetivos. No obstante, el Registro de la Propiedad siempre ha tenido como defecto que la descripción geográfica de las fincas haya sido bastante deficiente; cosa que evidentemente no es así en el Catastro porque está en juego la política fiscal. Por eso, recientemente se ha abierto una vía de cooperación y coordinación de ambas instituciones.




Según el Preámbulo del vigente Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, «la historia del Catastro en España discurre pareja al nacimiento y evolución del Estado moderno, y sus momentos de mayor o menor significación han sido, generalmente, un reflejo de las situaciones por las que ha atravesado la Hacienda pública»; pues, en efecto «el origen y principal uso del Catastro en nuestro país es, sin duda alguna, el tributario». Sin embargo, «junto a esta finalidad tributaria, las dos últimas décadas han sido testigos de una evolución en la que el Catastro Inmobiliario se ha convertido en una gran infraestructura de información territorial disponible para todas las Administraciones públicas, fedatarios, empresas y ciudadanos en general, puesta ante todo al servicio de los principios de generalidad y justicia tributaria, pero capacitada también para facilitar la asignación equitativa de los recursos públicos; en los comienzos de un nuevo siglo, es ya sin duda notable la colaboración del Catastro en la aplicación material de tales principios constitucionales, como lo prueba su utilización generalizada para la gestión o el control de subvenciones nacionales o comunitarias, o la paulatina incorporación de la información gráfica y de la identificación catastral de las fincas tanto a las actuaciones notariales como al Registro de la Propiedad».



Esas vías de cooperación culminaron en la Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del Texto Refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, en cuyo Preámbulo se confesaba que «no es difícil encontrar aspectos en los que puede mejorarse la coordinación entre distintas instituciones públicas, entre ellas, el Catastro y el Registro de la Propiedad»; pues aunque ambas «son instituciones de naturaleza y competencias diferenciadas», hay que reconocer que «recaen sobre un mismo ámbito: la realidad inmobiliaria». Por ello, «la finalidad de esta Ley es conseguir la deseable e inaplazable coordinación Catastro-Registro, con los elementos tecnológicos hoy disponibles, a través de un fluido intercambio seguro de datos entre ambas instituciones, potenciando la interoperabilidad entre ellas y dotando al procedimiento de un marco normativo adecuado, y así de un mayor grado de acierto en la representación gráfica de los inmuebles, incrementando la seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario y simplificando la tramitación administrativa». De modo que, en conclusión, en la actualidad resulta posible que la descripción física de la finca que exista en el Registro de la Propiedad quede enriquecida por la «incorporación al folio registral de la representación gráfica catastral».
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1 La finca. Fincas especiales

MANUEL MATAS BENDITO

Registrador de la Propiedad de Zaragoza



 I.  Concepto de finca

Ni la Ley Hipotecaria ni nuestro Código civil dan un concepto de finca, al no ser cometido del legislador establecer definiciones, aunque sí lo recoge el artículo 334 de este último al definir las cosas inmuebles.

Autores como GARCÍA GARCÍA destacando la idea de pertenencia y delimitación del objeto no necesariamente perimetral, la define así: «es un bien inmueble consistente en el espacio suficientemente delimitado y susceptible de aprovechamiento independiente, con una titularidad unitaria y objeto de tráfico como unidad, y por ello susceptible de abrir folio registral, conforme al principio de especialidad».

La doctrina de la anteriormente denominada Dirección General de los Registros y del Notariado fue abriéndose a admitir bajo el concepto distintas realidades que no se identificaban estrictamente con la concepción tradicional de finca, así, la RDGRN de 13 de mayo de 1987, tras señalar que los marcos registrales no deben coartar las soluciones exigidas por las necesidades de las relaciones económicas, siempre que se respeten las normas fundamentales que estructuran el régimen inmobiliario, admitió la apertura de folio autónomo a una unidad subterránea destinada a local de aparcamiento, formado por la agrupación de diversas porciones de subsuelo segregadas de otras fincas, por ser objeto unitario de derechos. Por su parte, la RDGRN de 5 de abril de 2002 permitió la inscripción como finca independiente de una unidad subterránea constituida por un volumen edificable bajo suelo de carácter público, previa la correspondiente desafectación como bien demanial de aquella unidad, configurándola como patrimonial.

La Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, fue la primera norma en definir el concepto de finca en su art. 17, siendo en la actualidad el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, en su artículo 26, el que define finca del mismo modo. Dicho artículo, dedicado a la «Formación de fincas y parcelas, relación entre ellas y complejos inmobiliarios» se enmarca en el Título II «Bases del régimen del suelo, reglas procedimentales comunes y normas civiles» y es dictado al amparo de las competencias estatales en legislación civil».

Dice el citado precepto: «1. Constituye: a) Finca: la unidad de suelo o de edificación atribuida exclusiva y excluyentemente a un propietario o varios en proindiviso, que puede situarse en la rasante, en el vuelo o en el subsuelo. Cuando, conforme a la legislación hipotecaria, pueda abrir folio en el Registro de la Propiedad, tiene la consideración de finca registral. (…)».

De esta forma el concepto moderno de finca ha dejado de ser exclusivamente perimetral e incluye no sólo la unidad de suelo, sino también de edificación, pudiendo aquélla situarse no sólo en la rasante, sino también en el vuelo o en el subsuelo.

Ahora lo relevante es la finca como objeto de derecho suficientemente delimitado para ser objeto de tráfico jurídico, con independencia de si se sitúa en el suelo o en espacios cúbicos en el vuelo o subsuelo, la llamada propiedad volumétrica.

Lo esencial es que queden perfectamente definidos tanto el espacio sobre el que recae el derecho como su relación jurídica con el suelo al que afecta, pues supone una modificación de la extensión normal del dominio de la finca matriz correspondiente al suelo.

Por otra parte, el precepto destaca la nota de que la finca sea susceptible de ser «atribuida exclusiva y excluyentemente a un propietario o varios en proindiviso», lo que se comprende al ser dicha atribución esencial del derecho de propiedad. Para defender la exclusividad de su derecho, el propietario dispone de la acción reivindicatoria, la negatoria, la acción del art. 41 LH y la acción de deslinde.

Cada porción delimitada del territorio sólo puede pertenecer a un propietario o varios en proindiviso. No cabe, en cambio, que en el mismo folio concurran propietarios con derechos sobre porciones de terreno diferenciadas, aunque sí derechos limitados de goce como señala la RDGRN 15 febrero de 2012.

Del propio precepto se desprende además el hecho de que no toda finca en sentido civil o material puede constituir finca registral, sino solo «cuando conforme a la legislación hipotecaria, pueda abrir folio en el Registro de la Propiedad».

En rigor, finca registral sólo es la que ya tiene folio abierto en el Registro por haber sido inmatriculada mediante su primera inscripción de dominio y la asignación de un código registral único, pero antes de ese momento el registrador debe realizar una labor de calificación en orden a verificar que la finca que se pretende inscribir reúne los requisitos para ser inmatriculada y en este estadio también resulta de plena aplicación la Ley Hipotecaria.

Esta noción de finca registral permite diferenciarla de las fincas materiales o civiles que no han accedido al Registro o que incluso tienen vedado su acceso por adolecer de algún requisito indispensable para su inscripción, como veremos en el apartado dedicado a las clases de fincas. Asimismo, existen fincas susceptibles abrir folio registral que, sin embargo, no se ajustan completamente a la definición expuesta, como ocurre en las fincas especiales.

II.  La finca como base del sistema

La finca es uno de los elementos estructurales del Derecho Inmobiliario Registral en la medida que constituye el objeto sobre el que recae el derecho real y del que se emite publicidad registral, por lo que se trata de un concepto esencial para comprender el sistema compuesto por las normas y principios hipotecarios.

Así, puede decirse que la finca es la unidad de cuenta del Registro de la Propiedad, pues a cada finca se le abrirá un solo folio que plasmará su completo historial registral, de modo que la mera consulta de ese folio permitirá al tercero conocer quién es el actual propietario según el Registro y los gravámenes que recaen sobre ella. De este modo, quien desee conocer la situación jurídica de un concreto inmueble, sólo tendrá que consultar el único historial abierto a la misma.

La importancia de la finca como base de nuestro sistema de folio real no se limita a su aspecto formal u organizativo sino que incide en el ámbito material al ser una figura esencial para la correcta aplicación de los principios hipotecarios de especialidad, legitimación, inoponibilidad, tracto sucesivo y fe pública registral.

En particular, la llevanza del Registro por fincas es una de las manifestaciones del principio hipotecario de especialidad, que impone concreción y claridad en el historial de los inmuebles y los distintos derechos que recaen sobre ellos, siendo misión del registrador en su función calificadora el de decidir si el título que se pretende inscribir adolece de alguna indeterminación incompatible con tal objetivo.

Asimismo, con la llevanza del Registro por fincas se forma un historial completo e ininterrumpido que permitirá, a su vez, aplicar los principios de tracto sucesivo, legitimación y fe pública, que son los pilares básicos sobre los que se asienta cualquier sistema inmobiliario moderno que pretenda alcanzar cierto nivel de seguridad jurídica.

Dicho de otro modo, en un sistema registral que no permitiera asegurar el conocimiento del completo historial de la finca mediante la consulta de su folio registral único, la operatividad de esos principios hipotecarios se vería seriamente mermada y ofrecería escasa garantía.

Es por esta razón por la que nuestra legislación hipotecaria arbitra soluciones para solventar eventuales fallos que puedan plantearse como los expedientes de doble inmatriculación y otros procedimientos que permiten concordar el contenido del Registro de la Propiedad y la realidad física y jurídica extrarregistral y que han sido objeto de una importante reforma por Ley 13/2015, de 24 de junio.

Para concluir el presente apartado, es importante señalar que nuestro sistema registral basado en el folio real no se ve alterado por la entrada en vigor de la reciente Ley 11/2023, de 8 de mayo, cuyo artículo 36 modifica varios preceptos de la Ley Hipotecaria para instaurar el folio registral en formato y soporte electrónico, con los mismos efectos jurídicos; y que es obligatorio para todos los Registros de la Propiedad a partir de 9 de mayo de 2024, fecha a partir de la cual dejarán de formarse en soporte papel.

III.  Clases de fincas

La clasificación de las fincas puede hacerse atendiendo a diferentes criterios que nos permiten encuadrarlas en categorías, lo que no sólo tiene interés teórico sino presenta una relevante trascendencia práctica. En este apartado tratamos de definir las más importantes.

1.  Fincas rústicas y urbanas

1.1.  Clasificación civil y catastral

Atendiendo a su naturaleza las fincas pueden clasificarse en rústicas o urbanas, siendo ésta una circunstancia que debe constar al comienzo de la descripción de la finca en el asiento respectivo y que tiene relevancia en la calificación registral, tanto desde el punto de vista de la acreditación de tal naturaleza, como de las consecuencias jurídicas derivadas de la legislación aplicable.

Sin embargo, nuestra legislación hipotecaria no es del todo clara a la hora de determinar la diferencia entre finca rústica y urbana y los criterios para su distinción, y parece evitar pronunciarse sobre ello dejando la decisión al registrador en su función calificadora.

Nuestra normativa establece que la inscripción contendrá, entre otras circunstancias, «la descripción de la finca objeto de inscripción, con su situación física detallada y los datos relativos a su naturaleza, expresando si es rústica o urbana, además cuando conste acreditada, se expresará por nota al margen la calificación urbanística, medioambiental o administrativa correspondiente, con expresión de la fecha a la que se refiera».

La definición de la naturaleza civil de la finca no es cuestión fácil en la práctica dada la disparidad de normas existentes, como pone de manifiesto la interesante RDGRN de 17 de abril de 2017, que en su fundamento segundo señala: «se puede llegar a la conclusión de que el predio rústico se distingue fundamentalmente del urbano: primero, por su situación y emplazamiento en el campo o en la población; segundo, por el aprovechamiento o destino —explotación agrícola, pecuaria o forestal, frente a vivienda, industria o comercio—, y tercero, por la preponderancia de uno de esos elementos, si ambos concurren en un mismo predio o por la relación de independencia que entre ellos existía, como principal el uno y accesorio el otro».

En la práctica registral anterior, cuando en la inmatriculación de la finca no se exigía correspondencia descriptiva con la certificación catastral, la naturaleza de la finca se hacía constar por las manifestaciones de las partes en el título, con independencia del criterio utilizado, la situación, el destino o la edificación. Por ello resultaba realmente difícil para el registrador cuestionar la naturaleza atribuida dada la falta de acreditación fehaciente.

La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, en su art. 53 regla séptima vino a establecer la obligación de aportar junto al título inmatriculador la certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, en términos totalmente coincidentes con la descripción de ésta en dicho título por lo que se introducía un elemento objetivo en la definición de la finca si bien referido a la clasificación catastral del inmueble.

Sin embargo, el hecho de que la clasificación catastral de los inmuebles pueda no coincidir con la considerada por otras normas y su interpretación jurisprudencial (arrendamientos, normativa agraria…), junto con la necesaria calificación del registrador apoyada en nuevos elementos como la información gráfica, apoyan la idea de que la constancia registral de la naturaleza rústica o urbana de la finca no sea automática sobre la base de las manifestaciones de las partes y la certificación catastral, si el registrador puede fundar una duda razonada que cuestione la identidad de la finca registral —cfr. art. 9 LH—.

1.2.  Clasificación urbanística

Respecto a la calificación urbanística, la Ley Hipotecaria parece asumir que una misma finca puede presentar una naturaleza rústica o urbana y sin embargo constar acreditada una clasificación urbanística que no se corresponda exactamente con aquella, lo que es posible dada la existencia en la legislación estatal de distintas situaciones básicas de suelo rural y urbanizado y la competencia autonómica en la concreta clasificación y calificación urbanística.

La Ley Hipotecaria alude a la calificación urbanística, lo que debe entenderse en sentido amplio, que comprende tanto la clase, categoría y la calificación del suelo que son datos descriptivos de interés para la publicidad registral y que pueden hacerse constar en el asiento. En todo caso debe expresarse la fecha a la que se refiere la acreditación, lo que se justifica en el carácter dinámico del planeamiento.

Por otra parte, fue la Ley 8/2007, de 28 de mayo, la que introdujo las situaciones básicas del suelo, cuya regulación actual se encuentra en el artículo 21 del Real Decreto Legislativo 7/2015.

Existen autores que han tratado de establecer una correspondencia entre la situación básica y las diferentes clases y categorías urbanísticas de suelo, si bien ello no es necesario dado que se refieren a ámbitos normativos y efectos diferentes.

La RDGRN de 17 de abril de 2017 constituye un claro ejemplo al estudiar la posibilidad de inscripción de un arrendamiento de fincas que en el Registro de la Propiedad figuran como urbanas y según la calificación urbanística se hallan enclavadas en zona de suelo urbano no consolidado, y según un informe municipal «a los efectos de la ley del suelo estatal, las parcelas están en situación básica de suelo rural», analizando la legislación aplicable dada la naturaleza de la finca.

En definitiva, la situación básica en que se encuentre la finca desde el punto de vista de la legislación estatal, tiene un evidente interés cuando la misma debe ser objeto de valoración a efectos expropiatorios, urbanísticos o de responsabilidad patrimonial, lo que se efectúa atendiendo no a su clasificación urbanística sino a su situación básica de suelo, que no resulta de la previsión en el planeamiento sino de la realidad física en los términos previstos por el art. 21 y 34 y ss. del TRLSRU.

1.3.  Calificación registral

En conclusión, una vez expuestas las distintas clases de suelo atendiendo al ámbito y normativa aplicable: civil (arrendamientos o retractos), catastral (rústica y urbana), urbanístico (urbano, urbanizable y no urbanizable) y situación básica (urbanizado y rural), puede decirse que carece de utilidad establecer equivalencias absolutas entre ellas sin perjuicio de que puedan coincidir y de que el registrador en su función calificadora pueda tener en cuenta los distintos datos resultantes de los documentos presentados y de los asientos registrales a efectos de hacer constar las circunstancias del art. 9 LH.

Así, por ejemplo, cabe la posibilidad de hacerse constar la naturaleza rústica de la finca basada en la certificación catastral coherente con su descripción(situación, destino o aprovechamiento, edificación…) y a su vez reflejar también de forma diferenciada la calificación de urbano no consolidado si así resulta de una certificación administrativa que lo acredite con expresión de la fecha a la que se refiera y sin embargo ser valorada en situación básica de rural en un eventual procedimiento expropiatorio.

2.  Fincas materiales y registrales

Al analizar la definición de finca hemos podido diferenciar entre el concepto de finca en sentido material y aquella que además es susceptible de abrir folio registral por cumplir todos los requisitos previstos en la legislación hipotecaria (concordancia con la certificación catastral, licencia urbanística, unidad mínima de cultivo…).

Sin embargo, hemos podido concluir que no toda finca en sentido material, caracterizada por constituir una unidad de suelo o edificación atribuida a un propietario o varios en proindiviso puede tener acceso al Registro de la Propiedad y formar una finca registral con número propio.

En la práctica, la relevancia de la distinción entre fincas materiales y registrales se ha manifestado particularmente en la jurisprudencia sobre ejercicio del retracto arrendaticio, citando como ejemplo la STS de 11 de julio de 2012, al señalar que «debe sostenerse que para el Derecho sustantivo, en el ámbito del derecho de retracto arrendaticio, y sin perjuicio de las operaciones registrales que puedan llevarse a cabo, lo decisivo es la realidad de la finca material configurada como objeto del contrato arrendaticio, y no la finca registral».

El fundamento de esta preferencia descansa, según la sentencia, en el carácter voluntario de la inscripción, el escaso acceso registral del derecho del arrendatario y en la posibilidad de actos posteriores del titular registral que modifiquen la configuración de la finca registral, señalando que para que la unidad registral tenga eficacia o valor decisorio en este ámbito resulta necesario que las partes hayan delimitado el objeto de la cosa arrendada en atención a dicha referencia registral.

Otro ámbito en el que la distinción entre fincas materiales y registrales presenta singular trascendencia es en el Derecho urbanístico. Piénsese en aquellas fincas ya existentes en la realidad jurídica porque fueron válidamente formadas desde el punto de vista civil e incluso urbanístico, y que sin embargo no resultan conformes al planeamiento vigente. Ello imposibilitaría al Ayuntamiento a otorgar la licencia de parcelación que tanto el notario como registrador deben exigir por imperativo del artículo 26 de la Ley estatal de suelo, impidiendo por consiguiente la apertura de folio registral propio a las mismas.

3.  Finca coordinada, no coordinada y pre-coordinada

Esta clasificación resulta de la reciente Resolución de 7 de octubre de 2020, de la Subsecretaría, cuyo anexo expone las diferentes situaciones en que puede encontrarse la finca registral en función de su estado de coordinación gráfica con Catastro y que deben ser reflejadas en la descripción registral de la finca y su publicidad.

3.1.  Finca coordinada

Es una finca con la representación catastral inscrita vigente a la fecha de la coordinación. Los efectos en el proceso de coordinación son los establecidos en el artículo 10.5 de la Ley hipotecaria, por tanto «se presumirá, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 38, que la finca objeto de los derechos inscritos tiene la ubicación y delimitación geográfica expresada en la representación gráfica catastral que ha quedado incorporada al folio real».

3.2.  Finca no coordinada

Se trata de una finca inscrita sin representación georreferenciada catastral, ya sea por no constar inscrita ninguna georreferenciación o por haberse inscrito una representación gráfica alternativa que no ha podido coordinarse con el Catastro. En este caso no produce los efectos jurídicos establecidos en el artículo 10.5 de la Ley hipotecaria, salvo que «la representación gráfica alternativa incorporada al folio real haya sido validada previamente por una autoridad pública, y hayan transcurrido seis meses desde la comunicación de la inscripción correspondiente al Catastro, sin que éste haya comunicado al Registro que existan impedimentos a su validación técnica».

Pueden existir fincas registrales de imposible coordinación, como ocurre con las fincas especiales que abren folio registral pero no se incorporan al Catastro por no tener una realidad física propiamente dicha, es el caso del aprovechamiento urbanístico. En estos casos la coordinación gráfica sólo podrá lograrse con la finca a la que van asociados estos derechos.

3.3.  Finca pre-coordinada

En este caso, se trata de una situación provisional del proceso de coordinación en que se encuentra una finca registral con representación gráfica georreferenciada alternativa inscrita, mientras no se haga constar en el Registro de la Propiedad la finalización del proceso de coordinación con el Catastro. Esta situación solo puede producirse en los supuestos de informe de validación gráfica alternativo positivo. En cuanto a sus efectos, esta situación provisional se mantendrá hasta que el Registro de la Propiedad haga constar la coordinación en el folio real de la finca, una vez que el Catastro haya incorporado y comunicado al mismo la correspondiente alteración de la cartografía catastral, subsanado la discrepancia o realizado el ajuste y se haya validado la coherencia de los datos remitidos, concluyéndose el procedimiento de coordinación. Dentro de esta categoría se distingue además, atendiendo a la causa, entre finca pre-coordinada pendiente de ajuste por desplazamiento y pendiente de procesamiento.

4.  Fincas continuas y discontinuas

Las fincas continuas se refieren a unidades de suelo o edificación que forman un espacio sin solución de continuidad definido por sus linderos y con una determinada superficie.

En cambio, las denominadas fincas discontinuas están formadas por porciones separadas entre sí pero que presentan determinados caracteres que justifican su tratamiento unitario como objeto de derecho que puede constituir finca propia y abrir folio en el Registro de la Propiedad. Su fundamento está en la finca funcional, es decir, la idea de que varias unidades de suelo puedan considerarse una única finca registral atendiendo a su conexión y destino común.

Nuestra legislación hipotecaria las contempla en el apartado 2º del art. 8 LH que es desarrollado por el art. 44 RH en sus apartados 2º, 3º, 4º y 5º. La amplitud de la regulación hipotecaria ha provocado que la Dirección General haya conocido diversos casos de fincas funcionales, sentando la doctrina de que no puede admitirse en todo caso la agrupación de fincas discontinuas aun cuando se definan como unidad de explotación, sino que deben concurrir ciertos requisitos para que sean susceptibles de tener folio registral unitario.

5.  Fincas matrices y resultantes

Atendiendo a la conexión existente entre fincas registrales podemos diferenciar entre fincas matrices y fincas nuevas o resultantes.

La finca matriz es la finca de procedencia o madre de las fincas que se forman a partir de ella en virtud de actos posteriores del titular. En algunos casos simplemente proceden históricamente de ella, conexión histórica, y en otros no sólo proceden, sino que forman parte de la misma, conexión histórica y permanente.

Las fincas nuevas o resultantes son las fincas que se han ido formando de la finca matriz a lo largo de su historial registral.

Siguiendo a GARCÍA GARCÍA distinguiremos atendiendo al tipo de conexión entre la finca matriz y las resultantes o nuevas:

a) Conexión por procedencia.

En este caso se trata simplemente de una conexión histórica de las fincas con la matriz, pues son fincas que proceden de ella pero que se han independizado completamente. Se trata de los supuestos de modificación de entidades hipotecarias (segregación, agrupación, agregación y división).

La conexión en estos casos es histórica y se da respecto a las cargas y al título adquisitivo. Por lo que se refiere a las cargas, la finca nueva arrastra todas las cargas que tenía la finca matriz, ordenadas conforme al principio de prioridad registral, sin perjuicio de las nuevas cargas que puedan constituirse sobre la nueva finca. Por lo que se refiere al título, como la modificación hipotecaria no constituye propiamente título adquisitivo, se mantiene vigente el título adquisitivo de la finca matriz hasta la inscripción de un nuevo título en el folio abierto a la finca nueva.

Desde el punto de vista de la mecánica registral esta conexión quedará reflejada, por un lado, en la nota marginal que debe practicarse en el folio de la finca matriz donde contarán los datos de las fincas registrales nuevas, así como en el folio de éstas donde en la primera inscripción deberán reseñarse las cargas de procedencia de la matriz y el título de adquisición que consta en su folio.

En todo caso se trata de una mera conexión histórica, pues las nuevas fincas formadas tienen vida plenamente independiente y no tienen más relación que la resultante de su origen por razón de las cargas y título de adquisición.

b) Conexión por procedencia y por pertenencia.

En otras ocasiones, la conexión entre finca matriz y fincas nuevas no es meramente «histórica», sino que es «permanente» y se mantiene a todo lo largo de la vida de esas fincas nuevas.

Esta forma de conexión permanente se da en los supuestos de propiedad horizontal, conjuntos inmobiliarios y urbanizaciones particulares.

La forma de consignarse registralmente la conexión es similar al caso anterior, si bien, en lugar de reflejar que se trata de finca que procede o se forma de una determinada matriz, aquí hay que reflejar la actualidad de la conexión, diciendo que «forma parte de dicha finca matriz». Esto se reflejará tanto en la nota marginal de la finca matriz en que conste la referencia registral de los distintos departamentos que la componen, como en las inscripciones de cada una de las nuevas fincas en que se expresará que forman parte de aquélla.

c) Conexión por titularidad «ob rem».

En este caso la titularidad dominical de una finca es determinada por referencia al o a los que sean propietarios de otra finca. Se trata de una figura muy utilizada en el ámbito de la propiedad horizontal o del complejo inmobiliario, como el caso de las plazas de aparcamiento vinculadas a las viviendas, la configuración de elementos procomunales o la mancomunidad de uso o disfrute sobre una finca entre propietarios de una o varias comunidades. Si bien los supuestos más frecuentes se presentan en el ámbito de la propiedad horizontal no son exclusivas de la misma, pudiendo cumplir su función institucional en el ámbito de las fincas y explotaciones rústicas.

La consecuencia jurídica es que los actos de transmisión y gravamen han de producirse sobre ambas fincas juntamente y no sobre una de ellas, y a favor de un mismo adquirente en tanto se mantenga dicha vinculación.

Dado el carácter de excepción que presenta este vínculo, en la medida en que restringe el principio de libre disposición, es necesario que concurra una causa económica y a la vez jurídica que justifique dicha conexión, como una cierta relación de destino, dependencia o accesoriedad e incluso de servicio, como puso de manifiesto la RDGRN de 3 de septiembre de 1982. Ahora bien, para que esta configuración jurídica surta los efectos expuestos deberá venir determinada por la Ley, o bien, resultar su constitución de la inscripción registral, sin que en ningún caso pueda presumirse ni establecerse de forma tácita.

La titularidad «ob rem» ha de reflejarse en ambas fincas, siendo conveniente que en la inscripción de la finca que consideramos accesoria no conste la titularidad a nombre de persona determinada sino a favor de quien sea titular registral de la finca a la que está vinculada identificada por sus datos registrales.

6.  Fincas de origen y de resultado

La distinción entre fincas originarias y fincas resultantes se da fundamentalmente en aquellos supuestos en los que opera el principio de subrogación real. En algunos casos se mantendrá un nexo entre las fincas originarias y las resultantes, sin embargo, en otros, desde el punto de vista registral, aunque no desde el sustantivo, se romperá toda conexión entre las antiguas fincas y las nuevas.

Así en los supuestos de inscripción de proyectos de equidistribución —cfr. art. 23 y 68 del TRLSRU— donde opera la subrogación real, salvo los casos de adquisición originaria, es preciso que el título especifique la correspondencia entre fincas de origen y de resultado —art. 7.4 RD 1093/1997, de 4 de julio— siendo indispensable para calificar el correcto traslado de titularidades y cargas. Esta correspondencia es analizada, por ejemplo, en la RDGRN 28 de mayo de 2015.

A diferencia del caso anterior de los proyectos urbanísticos, en la inscripción de fincas resultantes de concentración parcelaria, el artículo 235 del Texto Refundido aprobado por Decreto de 12 de enero de 1973 señala que todas las fincas de reemplazo serán inscritas sin hacerse referencia a las parcelas de procedencia en cuya equivalencia se adjudican, aun cuando estas parcelas aparezcan inscritas a nombre de personas distintas de aquellas con quienes a título de dueño se entendió el procedimiento de concentración.

La aplicación de tales preceptos tiene como resultado la existencia de supuestos de doble inmatriculación entre fincas de origen y fincas resultantes de la concentración, ya que no se deja constancia registral en el folio de las fincas de origen del hecho de que estén afectadas por un procedimiento de concentración parcelaria, ni posteriormente al tiempo de la inscripción de las actas de reorganización se cancela el folio real de dichas fincas de origen, ni se refleja cuál o cuáles sean las concretas fincas de reemplazo adjudicadas por subrogación real en equivalencia o correspondencia con las fincas de origen aportadas al procedimiento.

Para dar solución a estos problemas la Dirección General ha postulado la procedencia del procedimiento regulado en artículo 209 de la Ley Hipotecaria, tras la reforma operada por la Ley 13/2015, dedicado a la regulación de la subsanación de la doble o, en general, múltiple inmatriculación de una misma finca o parte de ella en folios registrales distintos, con especialidades derivadas de la singularidad del proceso de concentración parcelaria.

7.  Fincas comunes y especiales

La amplitud de la definición de finca registral que hemos adoptado permite abarcar distintas realidades no susceptibles de delimitación física cuyo fundamento reside en su tratamiento como objeto de derecho con valor patrimonial y susceptible de tráfico jurídico independiente, dando lugar a las denominadas fincas especiales.

Se trata, por tanto, de fincas en cuya definición prima la noción de pertenencia y tráfico individualizado sin importar la definición perimetral de la finca continua o discontinua. Esto determina, a su vez, que en la definición de las fincas especiales se impongan exigencias particulares que permitan su perfecta identificación y delimitación.

No obstante, debe insistirse en que el concepto de finca especial, amplio y susceptible de comprender realidades heterogéneas, siempre deberá estar referido a inmuebles identificables, pues de otro modo no estaría justificado su acceso al Registro de la Propiedad.

IV.  Fincas especiales

Dentro del concepto amplio de finca especial la doctrina suele citar figuras como las aguas, las concesiones administrativas, el aprovechamiento urbanístico en algunos casos, las participaciones indivisas en garajes o trasteros, las fincas en aprovechamiento por turno, en propiedad horizontal o el complejo inmobiliario. Su estudio detenido corresponde a otras partes de esta obra por lo que nos limitaremos a hacer una referencia a cada una de ellas.

1.  Las aguas

Hasta la entrada en vigor de la Ley de Aguas de 2 de agosto de 1985 existían numerosos supuestos de aguas de dominio privado que conforme al Código civil podían ser objeto de tráfico independente del predio en que se ubicaran.

Coherentemente con la regulación sustantiva, el Reglamento Hipotecario, en su art. 66 redactado por R.D. de 12 de noviembre de 1982, establece que «las aguas de dominio privado que, conforme a lo dispuesto en el número 8º del artículo 334 del Código Civil, tengan la consideración de bienes inmuebles, podrán constituir una finca independiente e inscribirse con separación de aquella que ocuparen o en que nacieren. Sin perjuicio de lo preceptuado en el párrafo anterior, podrá hacerse constar la existencia de las aguas en la inscripción de la finca de que formen parte, como una cualidad de la misma».

Tras la Ley de Aguas de 2 de agosto 1985, cuya regulación recoge ahora el artículo 2 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas, puede decirse que la regla general es que todas las aguas son dominio público, salvo las excepciones contempladas expresamente en la Ley, entre las que señalamos:


	
1.  Los cauces por los que ocasionalmente discurran las aguas pluviales en tanto atraviesen, desde su origen, únicamente fincas de propiedad particular —art. 5—. En este caso forman parte de la finca y no pueden abrir folio propio.

	
2.  Charcas situadas en predios de propiedad privada, que se considerarán como parte integrante de los mismos, cuando se destinen a su servicio exclusivo —art. 10—. Es decir, al igual que en el caso anterior, no pueden constituir una finca independiente del predio en que se encuentran, únicamente figurarán en su descripción.

	
3.  Los terrenos de dominio privado que resulten inundados durante las crecidas no ordinarias de los lagos, lagunas, embalses, ríos y arroyos —art. 11—.

	
4.  Los lagos, lagunas y charcas sobre los que existan inscripciones expresas en el Registro de la Propiedad, que conservarán el carácter dominical que tuvieren en el momento de entrar en vigor la Ley 29/1985, de 2 de agosto, es decir el 1 de enero de 1986, —cfr. D.A. 1ª—. En este caso sí cabe que figuren inscritas como finca independiente, no sólo como cualidad de una finca y se respeta su protección registral. El fundamento puede encontrarse en la tutela de los derechos adquiridos como límite frente a la privación que supone la retroactividad y en la buena fe de quien acude a la publicidad del Registro como instrumento esencial en la seguridad del tráfico.

	
5.  Derechos sobre aguas privadas procedentes de manantiales, regulados en la disposición transitoria segunda y los derechos sobre aguas privadas procedentes de pozos o galerías, derivados de la Ley de 13 de junio de 1879, regulados en la disposición transitoria tercera.



Por lo que, en relación a las aguas y sus cauces o lechos podemos concluir que dado su actual tratamiento general como bien de dominio público natural, la regulación del Reglamento Hipotecario ha quedado parcialmente obsoleta y la posibilidad de acceso registral de los aprovechamientos privativos sobre los mismos queda limitada a:


	
—  Constar en la descripción de la finca en que se encuentren siempre que el título administrativo que legitime el aprovechamiento privativo del agua sea debidamente acreditado. La RDGSJFP de 12 de noviembre de 2020 señala que la constancia registral de la existencia en la finca de un pozo por sondeo debidamente legalizado ante la Confederación Hidrográfica del Guadiana, exige acreditar la correspondiente licencia y la inscripción del aprovechamiento de aguas a que da derecho la extracción del pozo en el Registro administrativo de Aguas (véase artículo 64 Reglamento Hipotecario), además de la identificación del caudal a que da derecho el aprovechamiento de aguas.

	
—  Si el aprovechamiento privativo se basa en una concesión administrativa se inscribe conforme al art. 64 RH presentando el certificado del Registro de Aguas e inscribiéndose conforme al art. 31 RH previsto para las concesiones en general, por lo que en este caso es la concesión la que puede constituir, como veremos, finca especial y es susceptible de abrir folio registral propio.



En cambio, las aguas privadas, en sí mismas, sólo podrán formar finca especial susceptible de tráfico independiente y abrir folio registral en los siguientes casos:


	
—  Los derechos sobre aguas privadas procedentes de manantiales y los procedentes de pozos o galerías, derivados de la Ley de 13 de junio de 1879, regulados en la disposición transitoria segunda y tercera, en los términos antes expuestos, tanto si ya constaban inscritos como si son objeto de inmatriculación. Dentro de este supuesto, también se habilita a cada copartícipe de la comunidad de regantes a inscribir a su nombre como finca independiente o, en su caso, en el folio de la finca que disfrute del riego, la cuota o cuotas que le correspondan en el agua y demás bienes afectos —cfr. art. 66 RH—.

	
—  Los lagos, lagunas y charcas sobre los que existan inscripciones expresas en el Registro de la Propiedad en el momento de entrar en vigor la Ley 29/1985, de 2 de agosto, es decir el 1 de enero de 1986. Cabe que figuren inscritas como finca independiente o como cualidad de una finca y se respeta su protección registral, mas no pueden ser objeto de nueva inmatriculación.



En estos dos casos la finca especial es susceptible de tráfico independiente y puede ser objeto de transmisión o gravamen.

2.  La concesión administrativa

La concesión administrativa cuenta con una abundante legislación especial dependiente del tipo de bien público al que se refieren, por lo que nos centraremos aquí en exponer sus notas fundamentales como finca especial.

La condición de finca especial de la concesión se basa en el apartado sexto del artículo 44 y los artículos 31 y ss. del Reglamento Hipotecario. El apartado sexto del art. 107 la considera bien hipotecable en los términos que establece también el art. 175.3 RH.

Registralmente se abre folio propio a la concesión diferente al que eventualmente pueda abrirse al dominio público sobre el que se constituye.

Si bien existe una obligación legal de inscribir los bienes de dominio público prevista en la legislación patrimonial, en la práctica muchos de ellos no se encuentran inscritos, lo que no supone obstáculo para que pueda abrirse folio a la concesión.

La primera inscripción en el folio abierto a la concesión no es de dominio, sino del derecho real limitado de naturaleza administrativa que ostenta el concesionario. Los actos de transmisión o gravamen de la concesión serán objeto de inscripciones sucesivas en el folio abierto a la misma —art. 63 RH—, pudiendo admitir, incluso, actos de declaración de obra nueva, división horizontal o segregación, en la medida que se encuentren habilitados por el título concesional.

La duración del derecho concesional es limitada y dependerá de la regulación especial de cada una. En el caso de extinción, una vez haya sido debidamente acreditada, el folio registral deberá ser objeto de cierre.

Cabe que se incorporen terrenos para ser afectados a la concesión, adquiridos por expropiación forzosa o por cualquier otro título. La adquisición ha de ser inscrita en el folio que corresponda al terreno adquirido, pero se hará constar la afectación a la concesión a través de la correspondiente nota marginal en la inscripción de los terrenos, conforme al artículo 31 del Reglamento Hipotecario. También se hará constar en las inscripciones y notas marginales respectivas que las fincas incorporadas quedan gravadas con las cargas a que esté sujeta o se sujete en el futuro la concesión.

En algunas concesiones se practican inscripciones principales y de referencia cuando atraviesan varios términos municipales, haciéndose constar la inscripción principal de la concesión en el Registro correspondiente al punto de arranque, y en los demás Registros que atraviese la concesión las correspondientes inscripciones de referencia.

3.  El derecho de superficie

Lo incluimos como finca especial dado el tratamiento como finca susceptible de abrir folio independiente que ha defendido la DGSJFP que, sin pronunciarse sobre las muchas teorías que se han alzado acerca de la naturaleza del derecho de superficie (cfr. SSTS de 15 de junio de 1984 y 26 de noviembre de 2002, entre otras) considera que el superficiario es titular del dominio sobre lo construido, si bien de modo temporal y del derecho de tener o mantener lo edificado.

Registralmente se practica una inscripción en el folio abierto a la finca perteneciente al constituyente y se abre folio propio a la propiedad superficiaria. En este último se inscribirán los actos de transmisión y gravamen del derecho de superficie. Incluso cabe que, cuando las características de la construcción o edificación lo permitan, el superficiario pueda constituir la propiedad superficiaria en régimen de propiedad horizontal con separación del terreno correspondiente al propietario, y podrá transmitir y gravar como fincas independientes las viviendas, los locales y los elementos privativos de la propiedad horizontal, durante el plazo del derecho de superficie, sin necesidad del consentimiento del propietario del suelo, lo que da lugar a la pluralidad de folios registrales que caracteriza la figura de la propiedad horizontal con la especialidad de que la inscripción practicada en los mismos es de dominio superficiario con las limitaciones propias del mismo.

Por último, con la extinción del derecho de superficie por el transcurso de su plazo de duración, el propietario del suelo hace suya la propiedad de lo edificado y determina la de toda clase de derechos reales o personales impuestos por el superficiario, por lo que procederá el cierre del folio registral abierto a la propiedad superficiaria y las correspondientes inscripciones de cancelación. No obstante, si por cualquier otra causa se reunieran los derechos de propiedad del suelo y los del superficiario, las cargas que recayeren sobre uno y otro derecho continuarán gravándolos separadamente hasta el transcurso del plazo del derecho de superficie y no procede cancelación hasta entonces —cfr. art. 54 TRLSRU—.

4.  El aprovechamiento urbanístico

El tratamiento registral del aprovechamiento urbanístico ha suscitado numerosas dudas en la práctica, debidas fundamentalmente a la complejidad que reviste el definir una figura de carácter técnico que procede del Urbanismo.

Debe partirse de la premisa de que el aprovechamiento urbanístico es, ante todo, una figura instrumental para hacer efectiva la equidistribución de beneficios y cargas derivadas del planeamiento. Puede ser objetivo en cuanto determinado por el plan y no es disponible; o subjetivo, el que puede patrimonializar el propietario y es el que nos interesa aquí.

La DGSJFP ha dictado varias resoluciones que apoyan la idea del aprovechamiento urbanístico subjetivo como objeto de derecho, basándose en la regulación del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, que admiten la posibilidad de que el aprovechamiento urbanístico de una finca que forma parte del contenido del dominio y por tanto está implícito en la descripción meramente perimetral de la finca registral pueda independizarse y a modo de agregación pasar a formar parte de la finca a la que se incorpora, haciéndose constar por nota marginal (cfr. artículo 77 del Real Decreto 1093/1997), o bien —a modo de segregación— pasar a formar finca registral independiente en los casos admitidos (cfr. artículo 39 del Real Decreto 1093/2007).

5.  Los engalabernos

Incluimos en este apartado como finca especial al engalaberno, caracterizado por la superposición o integración de dependencias de uno o varios edificios de modo que ya no se respete la proyección vertical del dominio determinado por el perímetro del suelo sobre el que recae.

Es una figura que ha sido objeto de análisis en varias RDGRN referidas generalmente a supuestos de inmatriculación, reconociendo que es un hecho —a veces motivado por razones históricas de configuración urbanística de determinadas ciudades, o por las simples condiciones del terreno— la existencia del fenómeno constructivo relativo a la superposición de inmuebles, de modo que la edificación de uno de ellos se realiza, en parte, sobre el vuelo de otro, dando lugar a situaciones de inmisión de algunas habitaciones u otros elementos del inmueble en distinto edificio. Estas situaciones, que según los casos reciben denominaciones como las de «casas superpuestas», «casas a caballo», «casas empotradas», o la más técnica de «engalabernos», pueden configurarse jurídicamente por distintas vías, atendiendo a las diferentes circunstancias del caso concreto.

No obstante, su admisibilidad desde el punto de vista registral debe pasar por el respeto a las exigencias estructurales del sistema y a los límites derivados de la trascendencia «erga omnes» del status jurídico de los bienes. Por lo que no cabe inmatricular sin clarificar el régimen jurídico de esta especial comunidad conforme a alguna de entre las distintas figuras admisibles y presentar simultáneamente los documentos públicos que lo contenga, siendo en todo caso ser necesario el consentimiento expreso de los titulares afectados debidamente formalizado, o subsidiariamente, una sentencia judicial en procedimiento en el que todos ellos hayan sido demandados.

6.  La propiedad horizontal, el aprovechamiento por turno y los complejos inmobiliarios

Baste señalar que su inclusión en el concepto de finca especial se debe a su especial configuración mediante la técnica registral de la pluralidad de folio basada en la conexión por pertenencia, antes explicada, y que permite articular un régimen en el que coexisten elementos privativos y comunes.

7.  La participación indivisa de local con asignación de uso exclusivo de plaza de garaje o trastero

Dentro de las distintas posibilidades de configurar registralmente los garajes o trasteros, nos interesa aquí como supuesto de especial, la prevista en la reforma del Reglamento Hipotecario de 12 de noviembre 1982 y el posterior RD 1093/1997, en su art. 53. b).

La finalidad de configuración de la cuota indivisa como finca especial fue clarificar el folio registral del garaje para evitar el amontonamiento de titularidades registrales en un mismo folio, que podían llegar a cuatrocientas, ochocientas o más inscripciones, en perjuicio de la claridad del sistema, lo que obstaculizaba la busca de titularidades y la clarificación del tracto sucesivo.

Dado el carácter excepcional de la norma no debe entenderse admisible la analogía a otros supuestos, en particular, a los pisos y locales, que tienen su regulación imperativa en la Ley de Propiedad Horizontal. Sí se ha aceptado su aplicación a otros elementos accesorios como los trasteros, que incluso pueden estar sitos en el mismo local de aparcamiento, por «identidad de razón», teniendo en cuenta la escasa consideración económica de tales elementos. En todo caso no es necesario que se trate de un local incluido en una propiedad horizontal.

Por lo que en el supuesto que aquí tratamos se trata de una finca especial en la que se abre folio independiente a cada una de las participaciones indivisas que tengan asociadas el uso de su plaza o trastero respectivo, permitiendo inscribir en el mismo los sucesivos actos de trasmisión y gravamen que sobre ellas recaigan.
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1bis Modificaciones de las fincas

SANTIAGO MOLINA ILLESCAS

Registrador de la Propiedad. Prof. Asociado Doctor Universidad de Sevilla



 I.  Modificación de superficie, linderos u otros datos descriptivos de la finca registral

La Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del Texto Refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo estableció una nueva regulación de los diferentes procedimientos de coordinación entre el Registro de la Propiedad y la realidad jurídica extrarregistral (art. 198 y ss.). Entre estos diferentes medios de coordinación registral se encuentran las inscripciones de las rectificaciones de descripción, superficie y/o linderos de fincas en el Registro de la Propiedad y la correspondiente inscripción de su representación gráfica georreferenciada. 

La aparición de esta regulación legal dio lugar a una abundante doctrina de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública sobre la materia. De acuerdo con esta doctrina reiterada cabe agrupar y sistematizar los medios hábiles para obtener la inscripción registral de rectificaciones descriptivas y sistematizarlos en tres grandes categorías: rectificación de la superficie contenida en la descripción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca; rectificaciones superficiales no superiores al 10 % de la cabida inscrita, pero con simultánea inscripción de la representación geográfica de la finca; y rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza, de cualquier magnitud, y además obtener la inscripción de la representación geográfica de la finca y la lista de coordenadas de sus vértices.

Analizamos a continuación los tres procedimientos de rectificación de superficie y linderos:

	
—  Rectificación de la superficie contenida en la descripción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca.Este tipo de rectificación de la superficie se encuentra regulada en el artículo 201.3, letra a), y letra b) de la Ley Hipotecaria, y está limitada, desde un punto de vista cuantitativo, a rectificaciones de superficie que no excedan del 10% o del 5%, respectivamente, de la cabida inscrita, y que no vayan acompañadas de la inscripción de la representación gráfica de la finca.

De acuerdo con la letra a) del art. 201.3 LH, para la inscripción de diferencias de cabida que no excedan del diez por ciento de la cabida inscrita será necesaria la acreditación de la diferencia de la superficie por medio de «certificación catastral descriptiva y gráfica» sin que el precepto admita otro medio distinto para su determinación. Además, será preciso que de los datos descriptivos respectivos se desprenda «la plena coincidencia entre la parcela objeto del certificado y la finca inscrita». Se trata, por tanto, de un juicio de identidad dentro de la función calificadora del registrador.

Y de acuerdo con la letra b), para la inscripción de rectificaciones de superficie que no excedan del cinco por ciento de la inscrita no será necesaria la acreditación de esta circunstancia por medios catastrales ni de otro tipo expresamente. Ello no quiere decir que no pueda acreditarse esta variación a través de la certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, lo que ocurre es que podrán acreditarse excesos o reducciones de cabida que se encuentren dentro de dicho margen cuantitativo de cualquier forma siempre y cuando el registrador no albergue dudas de identidad a la hora de realizar su calificación.
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